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PROYECTO DE LEY NÚMERO 198 DE 2019 
CÁMARA

por medio del cual se realizan cambios al artículo 81 
del Código Nacional de Policía y Convivencia y se 
introduce un término prudencial para la realización 
de acciones preventivas en caso de vía de hecho que 

pretendan perturbar la posesión.
El Congreso de Colombia

DECRETA:
Artículo 1°. Objeto. La presente ley tiene por 

objeto otorgar a la Policía Nacional un mayor 
tiempo para la realización de la Acción Preventiva 
por Perturbación de que trata el artículo 81 de la 
Ley 1801 de 2016 “por la cual se expide el Código 
Nacional de Policía y Convivencia”.

Artículo 2°. El artículo 81 de la Ley 1801 de 
2016 quedará así:

Artículo 81. Acción preventiva por perturbación. 
Cuando se ejecuten acciones con las cuales se 
pretenda o inicie la perturbación de bienes inmuebles 
sean estos de uso público o privado ocupándolos por 
vías de hecho, el alcalde y/o su delegado, la Policía 
Nacional y las autoridades ambientales según su 
jurisdicción, impedirá o expulsará a los responsables 
de ella, dentro de los cuarenta y cinco (45) días 
siguientes a la ocupación.

El querellante realizará las obras necesarias, 
razonables y asequibles para impedir sucesivas 
ocupaciones o intentos de hacerlas por vías de 
hecho, de conformidad con las órdenes que impartan 
las autoridades con función.

Parágrafo 1°. Cuando la ocupación irregular 
se realice en áreas de reserva forestal, en áreas 
consideradas y declaradas Parques Nacionales 
Naturales, en áreas pertenecientes al sistema 
nacional de áreas protegidas y de especial 
importancia ecológica municipal, nacional, etc., 
la acción preventiva se podrá realizar en cualquier 
tiempo, salvaguardando los derechos fundamentales 

de sujetos de especial protección que se puedan ver 
involucrados.

Parágrafo 2°. Para la ejecución, seguimiento, 
aplicación de la presente disposición confórmese 
en los entes municipales y distritales un Comité 
Interinstitucional de Planeación, coordinación, 
ejecución y seguimiento para el control de 
ocupaciones irregulares y protección de ecosistemas 
en las zonas rurales y urbanas del municipio o 
distrito. Dicho Comité será presidido por el alcalde 
y/o su delegado y la coordinación estará a cargo de 
las dependencias de seguridad de cada municipio o 
distrito. En cualquier caso, se deberá involucrar en 
el proceso de ejecución, seguimiento y aplicación a 
las respectivas autoridades ambientales.

Parágrafo 3°. Las autoridades públicas, una 
vez tengan conocimiento del hecho perturbador a 
la propiedad pública o privada, como consecuencia 
de invasión o asentamiento ilegal y en aras de la 
protección de la propiedad y del medio ambiente, de 
manera inmediata tomará las medidas administrativas 
y policivas necesarias de conformidad con sus 
funciones y competencias, con el fin de evitar 
cualquier incremento del hecho perturbador, en 
tanto se surta el trámite administrativo y policivo en 
los términos de este artículo.

Artículo 3°. Vigencia. La presente ley rige a 
partir de la fecha de su expedición y deroga las 
disposiciones que le sean contrarias.

De los honorables Senadores,
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EXPOSICIÓN DE MOTIVOS
a) Antecedentes
El derecho a la propiedad se encuentra 

constitucionalmente protegido en el marco del 
Estado Social de Derecho, a través del artículo 58 
de nuestra Carta Política, el cual establece:

Artículo 58. Se garantizan la propiedad privada 
y los demás derechos adquiridos con arreglo a las 
leyes civiles, los cuales no pueden ser desconocidos 
ni vulnerados por leyes posteriores. Cuando de la 
aplicación de una ley expedida por motivos de utilidad 
pública o interés social, resultaren en conflicto los 
derechos de los particulares con la necesidad por 
ella reconocida, el interés privado deberá ceder al 
interés público o social. La propiedad es una función 
social que implica obligaciones. Como tal, le es 
inherente una función ecológica. El Estado protegerá 
y promoverá las formas asociativas y solidarias 
de propiedad. Por motivos de utilidad pública o 
de interés social definidos por el legislador, podrá 
haber expropiación mediante sentencia judicial e 
indemnización previa. Esta se fijará consultando 
los intereses de la comunidad y del afectado. En los 
casos que determine el legislador, dicha expropiación 
podrá adelantarse por vía administrativa, sujeta a 
posterior acción contenciosa-administrativa, incluso 
respecto del precio.

No obstante, el derecho a la propiedad en 
Colombia ha sido regulado históricamente a través 
de la legislación civil, puntualmente a través del 
Código Civil, en su artículo 669 el cual dicta:

Artículo 669. <CONCEPTO DE DOMINIO>. 
<Aparte tachado INEXEQUIBLE> El dominio que 
se llama también propiedad es el derecho real en 
una cosa corporal, para gozar y disponer de ella 
arbitrariamente, no siendo contra ley o contra 
derecho ajeno.

La propiedad separada del goce de la cosa se 
llama mera o nuda propiedad.

Tomando en consideración la protección especial 
que se otorga al derecho de dominio, tanto para bienes 
públicos como privados, el Decreto 1355 de 1970, en 
su Capítulo V otorgó una serie de responsabilidades 
y potestades en cabeza de la Policía Nacional, 
tendientes a preservar los derechos de posesión o 
mera tenencia. En particular, el artículo 125 de dicha 
norma establecía:

Artículo 125. La policía solo puede intervenir 
para evitar que se perturbe el derecho de posesión 
o mera tenencia que alguien tenga sobre un bien, y 
en el caso de que se haya violado ese derecho, para 
restablecer y preservar la situación que existía en el 
momento en que se produjo la perturbación.

Igualmente, el mismo decreto contemplaba 
el procedimiento para realizar las diligencias 
indicando:

Artículo 131. Cuando se trate de diligencias 
tendientes a verificar el estado y la tenencia de 
inmuebles frente a actos de perturbación, se 
practicará siempre una inspección ocular con 
intervención de peritos, y se oirá dentro de tal 
inspección a los declarantes que presenten el 
querellante y el querellado.

Dichas disposiciones fueron declaradas 
exequibles por parte de la Corte Constitucional, 
quien a través de la Sentencia C-813 de 20141 
declaró que la función de la Policía Nacional, en 
especial su función administrativa de policía, guarda 
especial relación con el mantenimiento del orden 
público, al tiempo que debe estar enmarcada en la 
protección de los Derechos Humanos y la dignidad 
humana. En palabras de la Corte:

La policía, en sus diversos aspectos, busca 
entonces preservar el orden público. Pero el orden 
público no debe ser entendido como un valor en 
sí mismo sino como el conjunto de condiciones de 
seguridad, tranquilidad y salubridad que permiten 
la prosperidad general y el goce de los Derechos 
Humanos. El orden público, en el Estado social de 
derecho, es entonces un valor subordinado al respeto 
a la dignidad humana, por lo cual el fin último de 
la Policía, en sus diversas formas y aspectos, es 
la protección de los Derechos Humanos. Estos 
constituyen entonces el fundamento y el límite del 
poder de policía.

Previamente, y durante los tiempos de la Primera 
Corte Constitucional, a través de la Sentencia 
C-024 de 19942, dicha corporación señaló los siete 
principios constitucionales mínimos que deben 
gobernar a la policía en un Estado democrático: 
(i) está sometido al principio de legalidad, que 
(ii) su actividad debe tender a asegurar el orden 
público, que (iii) su actuación y las medidas a 
adoptar se encuentran limitadas a la conservación 
y restablecimiento del orden público, que (iv) 
las medidas que tome deben ser proporcionales 
y razonables, y no pueden entonces traducirse 
en la supresión absoluta de las libertades o en su 
limitación desproporcionada, (v) que no pueden 
imponerse discriminaciones injustificadas a ciertos 
sectores, (vi) que la medida policiva debe recaer 
contra el perturbador del orden público, pero no 
contra quien ejerce legalmente sus libertades, y 
que (vii) obviamente se encuentra sometida a los 
correspondientes controles judiciales.

En desarrollo de lo anterior, el llamado nuevo 
Código de Policía, Ley 1801 de 2016, a través de 
su artículo 81 establece los parámetros que guían la 
acción preventiva por perturbación:

Artículo 81. Acción preventiva por perturbación. 
Cuando se ejecuten acciones con las cuales 
se pretenda o inicie la perturbación de bienes 
inmuebles sean estos de uso público o privado 
ocupándolos por vías de hecho, la Policía Nacional 
lo impedirá o expulsará a los responsables de ella, 
dentro de las cuarenta y ocho (48) horas siguientes 
a la ocupación.

El querellante realizará las obras necesarias, 
razonables y asequibles para impedir sucesivas 
ocupaciones o intentos de hacerlas por vías de 
hecho, de conformidad con las órdenes que impartan 

1 Corte Constitucional, Sentencia C-813 del 5 de noviem-
bre de 2014, Magistrada Ponente: Martha Victoria Sáchi-
ca Méndez, Expediente D-10187. 

2 Corte Constitucional, Sentencia C-024 del 27 de enero de 
1994, Magistrado Ponente: Alejandro Martínez Caballe-
ro, Expediente D-350. 
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las autoridades de Policía. (Negrillas y subrayado 
propio).

Como puede observarse, el artículo 81 establece 
un límite de 48 horas posteriores a la ocupación para 
el accionar de la policía, sin que se haga claridad 
de cuáles son los mecanismos para determinar dicho 
límite temporal, lo que dificulta la actuación de los 
Policías.

b) Objeto
El presente proyecto de ley tiene por objeto 

brindar una mayor ventana de tiempo a los Policías 
para que en virtud de la misma puedan proceder a 
ejecutar la acción que por cuenta del artículo 81 se 
establece. Por lo anterior se modifica el artículo 81 
quedando el siguiente texto:

Artículo 81. Acción preventiva por perturbación. 
Cuando se ejecuten acciones con las cuales 
se pretenda o inicie la perturbación de bienes 
inmuebles sean estos de uso público o privado 
ocupándolos por vías de hecho, la Policía Nacional 
lo impedirá o expulsará a los responsables de ella, 
dentro de las cuarenta y cinco (45) días siguientes a 
la ocupación.

El querellante realizará las obras necesarias, 
razonables y asequibles para impedir sucesivas 
ocupaciones o intentos de hacerlas por vías de 
hecho, de conformidad con las órdenes que impartan 
las autoridades de Policía.

c)	 Justificación
En virtud de lo anterior, y en atención a la 

constante problemática de asentamientos y tomas 
de posesión de bienes inmuebles a través de vías 
de hecho, es necesario brindar a los connacionales 
y a la Policía Nacional las herramientas necesarias 
para promover la Acción Preventiva de que trata el 
artículo 81.

Recientemente se ha evidenciado el surgimiento 
de mafias que buscan de manera ilegal hacerse 
con predios luego de por vías violentas acceder a 
ellos, deslindarlos y amojonarlos de forma tal que 
puedan ser puestos en el comercio sin contar con la 
documentación real para ello. Estas organizaciones 
mafiosas han proliferado a lo largo y ancho del país, 
invadiendo mediante acciones violentas que atentan 
contra el medio ambiente (flora y fauna) y contra 
habitantes de diferentes regiones.

Estos grupos ilegales que impulsan las invasiones 
violentas hacen presencia a lo largo y ancho del 
territorio nacional, con casos emblemáticos de 
asentamientos ilegales en departamentos como 
Cauca, Tolima, Córdoba, Antioquia, entre otros.

Según información de la Policía, las llamadas 
bandas de tierreros que utilizan vías de hecho 
para invadir predios de uso público y privado son 
generadores de otro tipos de violencia como lo es 
la “fabricación, tráfico o porte de estupefacientes; 
porte ilegal de armas de fuego; homicidio; riñas 
por intolerancia; violencia intrafamiliar; ilícito 
aprovechamiento de los recursos naturales 
renovables, instrumentalización de niños, niñas y 
adolescentes, entre otro”3.

3 MORALES, Jorge Iván (2017) “Invasión de terrenos 
como afectación a la convivencia y la seguridad.”

Lo anterior se ve magnificado por la difícil 
situación en la que se encuentran nuestras 
autoridades. El nuevo Código Nacional de Policía, 
en su artículo 81 establece un límite de tiempo 
de 48 horas para poder proteger la propiedad, 
pública o privada de cualquier perturbación de 
estos bienes inmuebles sin que sea requerido una 
autorización adicional de inspector o juez. Esto crea 
un impedimento burocrático para la rápida acción 
de las autoridades, poniendo trabas a la solución y 
dando incentivos negativos para la invasión ilegal, 
ya que estos bandidos se sienten protegidos por la 
pequeña ventana de tiempo que existe para actuar, 
toda vez que si no se interviene en estas primeras 
horas el trámite puede tardar meses y hasta años.

Es de recordar que las disposiciones legales 
contenidas en el artículo 81, y en general en el 
Código de Policía, no son contrarias a otras normas 
que complementan la protección a la propiedad, en 
especial lo relativo a las normas penales que prohíben 
la usurpación y el daño en bien ajeno (artículos 261, 
264, y 265) y de la acción reivindicatoria de que 
trata el Código Civil (artículo 950). Tanto el proceso 
penal como el reivindicatorio civil implican una 
perturbación dilatada de la propiedad; la falta de 
celeridad de estos procesos es la que conlleva que 
se deba proveer de mayor claridad y una ventana de 
tiempo más amplia para que los Policías puedan, en 
ejercicio legal de sus facultades, proteger el orden, 
la ley y la propiedad privada y pública.

De los honorables Senadores,
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I N F O R M E  C O M I S I Ó N  A C C I D E N TA L

INFORME COMISIÓN ACCIDENTAL AL 
PROYECTO DE LEY ORGÁNICA NÚMERO 
253 DE 2018 CÁMARA, 148 DE 2018 SENADO
por la cual se modifica parcialmente la Ley 5ª de 

1992 y se dictan otras disposiciones.
Bogotá, D. C., 26 de agosto de 2019
Señor
CARLOS ALBERTO CUENCA CHAUX
Presidente
Cámara de Representantes
Asunto: Informe Comisión Accidental al 

Proyecto de Ley Orgánica número 253 de 2018 

Cámara, 148 de 2018 Senado, por la cual se 
modifica parcialmente la Ley 5ª de 1992 y se dictan 
otras disposiciones.

Honorable Presidente:
En cumplimiento del honroso encargo que 

hiciera la Mesa Directiva de la Honorable 
Cámara de Representantes, nos permitimos 
presentar informe de la Comisión Accidental 
sobre las proposiciones radicadas al Proyecto de 
ley número 253 de 2018 Cámara, 148 de 2018 
Senado, por la cual se modifica parcialmente la 
Ley 5ª de 1992 y se dictan otras disposiciones, 
en los siguientes términos:

TEXTO PROPUESTO PARA SEGUNDO 
DEBATE

TEXTO PROPUESTO POR LA SUBCOMISIÓN 
PARA SEGUNDO DEBATE

Artículo 1° El artículo 286 de la Ley 5ª de 1992 quedará así:
Artículo 286. Régimen de conflicto de interés de los Con-
gresistas. Todos los congresistas deberán declarar los con-
flictos de intereses que pudieran surgir en ejercicio de sus 
funciones.
Se entiende como conflicto de interés una situación donde la 
discusión o votación de un proyecto de ley o acto legislativo 
o artículo, pueda resultar con en un beneficio particular, ac-
tual y directo a favor del Congresista:
a) Beneficio particular: aquel que otorga un privilegio o ge-
nera ganancias o crea indemnizaciones económicas o elimina 
obligaciones a favor del Congresista de las que no gozan el 
resto de los ciudadanos. Modifique normas que afecten in-
vestigaciones penales, disciplinarias, fiscales o administrati-
vas a las que se encuentre formalmente vinculado.
b) Beneficio actual: aquel que efectivamente se configura en 
las circunstancias presentes y existentes al momento en el 
que el Congresista participa de la decisión.
c) Beneficio directo: aquel que se produzca de forma espe-
cífica respecto del Congresista, de su cónyuge, compañero o 
compañera permanente, o parientes dentro del segundo gra-
do de consanguinidad, segundo de afinidad o primero civil.

Para todos los efectos se entiende que no hay conflicto de 
interés en las siguientes circunstancias:
a) Cuando el Congresista participe, discuta vote un proyecto 
de ley o de acto legislativo que otorgue beneficios o cargos 
de carácter general, es decir cuando el interés del Congresista 
coincide o se fusione con los intereses de los electores.
b) Cuando el beneficio podría o no configurarse para el Con-
gresista en el futuro.
c) Cuando el Congresista participe, discuta o vote artículos 
de proyectos de ley o acto legislativo de carácter particular, 
que establezcan sanciones o disminuyan beneficios, en el 
cual el Congresista tiene un interés particular, actual y direc-
to. El voto negativo no constituirá conflicto de interés cuando 
mantiene la normatividad vigente.
d) Cuando el Congresista participe, discuta o vote artículos 
de proyectos de ley o acto legislativo de carácter particular, 
que regula un sector económico en el cual el Congresista tie-
ne un interés particular, actual y directo, siempre y cuando no 
genere beneficio particular, directo y actual.
e) Cuando el Congresista participe, discuta o vote artícu-
los de proyectos de ley o acto legislativo que tratan sobre 
los sectores económicos de quienes fueron financiadores de  
su campaña siempre y cuando no genere beneficio particular,

Artículo 1° El artículo 286 de la Ley 5ª de 1992 quedará así:
Artículo 286. Definición	conflicto	de	interés	de	los	Con-
gresistas. Todos los congresistas deberán declarar los con-
flictos de intereses que pudieran surgir en ejercicio de sus 
funciones.
Se entiende como conflicto de interés una situación donde la 
discusión o votación de un proyecto de ley o acto legislativo 
o artículo, pueda resultar en un beneficio particular, actual y 
directo a favor del Congresista:
a) Beneficio directo: aquel que otorga un privilegio o gene-
ra ganancias o crea indemnizaciones económicas o elimina 
obligaciones de las que no gozan el resto de los ciudadanos. 
Modifique normas que afecten investigaciones penales, dis-
ciplinarias, fiscales o administrativas a las que se encuentre 
formalmente vinculado.
b) Beneficio actual: aquel que efectivamente se configura en 
las circunstancias presentes y existentes al momento de la 
decisión.
c) Beneficio particular: aquel que se produzca de forma es-
pecífica respecto del Congresista, de su cónyuge, compañero 
o compañera permanente, o parientes dentro del tercer grado 
de consanguinidad, segundo de afinidad o primero civil, o a 
sus socios de derecho o de hecho.
Para todos los efectos se entiende que no hay conflicto de 
interés en las siguientes circunstancias:
a) Cuando el Congresista participe, discuta vote un proyecto 
de ley o de acto legislativo que otorgue beneficios o cargos 
de carácter general, es decir cuando el interés del Congresista 
coincide o se fusione con los intereses de los electores.
b) Cuando el beneficio podría o no configurarse para el Con-
gresista en el futuro.
c) Cuando el Congresista participe, discuta o vote artículos 
de proyectos de ley o acto legislativo de carácter particular, 
que establezcan sanciones o disminuyan beneficios, en el 
cual el Congresista tiene un interés particular, actual y direc-
to. El voto negativo no constituirá conflicto de interés cuando 
mantiene la normatividad vigente.
d) Cuando el Congresista participe, discuta o vote artículos 
de proyectos de ley o acto legislativo de carácter particular, 
que regula un sector económico en el cual el Congresista tie-
ne un interés particular, actual y directo, siempre y cuando no 
genere beneficio particular, directo y actual.
e) Cuando el Congresista participe, discuta o vote artículos 
de proyectos de ley o acto legislativo que tratan sobre los 
sectores económicos de quienes fueron financiadores de su 
campaña siempre y cuando no genere beneficio particular, di-



Gaceta del Congreso  786 Lunes, 26 de agosto de 2019 Página 5

TEXTO PROPUESTO PARA SEGUNDO 
DEBATE

TEXTO PROPUESTO POR LA SUBCOMISIÓN 
PARA SEGUNDO DEBATE

 directo y actual para el Congresista. El Congresista deberá 
hacer saber por escrito que el artículo o proyecto beneficia a 
financiadores de su campaña. Dicha manifestación no reque-
rirá discusión ni votación.
f) Cuando el Congresista participa en la elección de otros 
servidores públicos mediante el voto secreto. Se exceptúan 
los casos en que se presenten inhabilidades referidas al pa-
rentesco con los candidatos.
Parágrafo 1°. Entiéndase por conflicto de interés moral 
aquel que presentan los congresistas cuando por razones de 
conciencia se quieran apartar de la discusión y votación del 
proyecto.

Parágrafo 2°. Cuando se trate de funciones judiciales, dis-
ciplinarias o fiscales de los congresistas, sobre conflicto de 
interés se aplicará la norma especial que rige ese tipo de in-
vestigación.

recto y actual para un financiador específico. El Congresista 
deberá hacer saber por escrito que el artículo o proyecto be-
neficia a financiadores de su campaña. Dicha manifestación 
no requerirá discusión ni votación.
f) Cuando el Congresista participa en la elección de otros ser-
vidores públicos mediante el voto secreto. Se exceptúan los 
casos en que se presenten inhabilidades referidas al parentes-
co con los candidatos.
Parágrafo 1°. Todo Congresista tiene derecho a abste-
nerse libre y voluntariamente de votar la decisión de un 
asunto o de participar en una discusión cuando así lo con-
sidere necesario para obrar conforme a los dictados de su 
propia conciencia.
Parágrafo 2°. Cuando se trate de funciones judiciales, dis-
ciplinarias o fiscales de los congresistas, sobre conflicto de 
interés se aplicará la norma especial que rige ese tipo de in-
vestigación.

Artículo 2°. Adiciónese el siguiente inciso al artículo 287 de 
la Ley 5ª de 1992, el cual quedará así:
Artículo 287. Registro de intereses. En la Secretaría General 
de cada una de las Cámaras se llevará un libro de registro de 
intereses y consignarán la información relacionada con su 
actividad privada de los congresistas y la de su cónyuge o 
compañero permanente y parientes hasta el segundo grado de 
consanguinidad, segundo de afinidad y primero civil. El re-
gistro estará sistematizado y será de fácil consulta y acceso. 
En este registro se debe incluir, cuando menos, la siguiente 
información:
a) Actividades económicas; incluyendo su participación, en 
cualquier tipo de sociedad, fundación, asociación u organiza-
ción, con ánimo o sin ánimo de lucro, nacional o extranjera.
b) Cualquier vinculación en cargos o empleos públicos o 
privados; actuales o en el año inmediatamente anterior a su 
elección.
c) Cualquier afiliación remunerada o no remunerada a cargos 
directivos en los entes descritos en literales anteriores; actua-
les o en el año inmediatamente anterior a su elección.
d) Pertenencia y participación en otras juntas o consejos di-
rectivos, públicos y privados actuales, o en el año inmediata-
mente anterior a su elección.
e) Una relación de parientes hasta el segundo grado de con-
sanguinidad, segundo de afinidad, primero civil y cónyuge 
o compañero permanente, en la que consten las actividades 
desarrolladas por cada uno de aquellos, incluyendo su parti-
cipación en los entes descritos en el literal a) anterior.

f) Copia de las “cuentas claras” presentadas para la campaña 
a la que fue elegido.
Parágrafo 1°. Si al momento de esta declaración del registro 
de interés el Congresista no puede acceder a la información 
detallada de alguno de sus parientes deberá declararlo bajo la 
gravedad de juramento.
Parágrafo 2°. El cambio que se produzca en la situación de 
intereses privados de los sujetos obligados deberá actualizar-
se; y si no se hubiera actualizado tendrá que expresar cual-
quier conflicto de interés sobreviniente.

Artículo 2°. Adiciónese el siguiente inciso al artículo 287 de 
la Ley 5ª de 1992, el cual quedará así:
Artículo 287. Registro de intereses. En la Secretaría General 
de cada una de las Cámaras se llevará un libro de registro 
de intereses y consignarán la información relacionada con su 
actividad privada de los congresistas y la de su cónyuge o 
compañero permanente y parientes hasta el tercer segundo 
grado de consanguinidad, segundo de afinidad y primero ci-
vil. El registro estará digitalizado sistematizado y será de fá-
cil consulta y acceso. En este registro se debe incluir, cuando 
menos, la siguiente información:
a) Actividades económicas; incluyendo su participación, en 
cualquier tipo de sociedad, fundación, asociación u organiza-
ción, con ánimo o sin ánimo de lucro, nacional o extranjera.
b) Cualquier vinculación en cargos o empleos públicos o 
privados; actuales o en el año inmediatamente anterior a su 
elección.
c) Cualquier afiliación remunerada o no remunerada a cargos 
directivos en los entes descritos en literales anteriores; actua-
les o en el año inmediatamente anterior a su elección.
d) Pertenencia y participación en otras juntas o consejos di-
rectivos, públicos y privados actuales, o en el año inmediata-
mente anterior a su elección.
e) Una relación de parientes hasta el segundo grado de 
consanguinidad, segundo de afinidad, primero civil y 
cónyuge o compañero permanente, en la que consten las 
actividades desarrolladas por cada uno de aquellos, inclu-
yendo su participación en los entes descritos en el literal 
a) anterior. Una relación de los parientes mencionados en 
el primer inciso del presente artículo.
f) Una relación de los intereses privados de su cónyuge o 
compañero permanente y parientes hasta el tercer grado 
de consanguinidad, segundo de afinidad y primero civil 
en la que se incluirá la participación en sociedades anóni-
mas o de responsabilidad limitada y similares, o en cual-
quier organización o actividad privada, económica o sin 
ánimo de lucro de la cual haga parte en el país o fuera 
de él, sin que sea obligatorio especificar a qué pariente 
corresponde cada interés.
g) Copia de las “cuentas claras” presentadas para la campaña 
a la que fue elegido.
Parágrafo 1°. Si al momento de esta declaración del registro 
de interés el Congresista no puede acceder a la información 
detallada de alguno de sus parientes deberá declararlo bajo la 
gravedad de juramento.
Parágrafo 2°. El cambio que se produzca en la situación de 
intereses privados de los sujetos obligados deberá actualizar-
se; y si no se hubiera actualizado tendrá que expresar cual-
quier conflicto de interés sobreviniente.
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Artículo 3°. El artículo 291 de la Ley 5ª de 1992 quedará así:
Artículo 291. Declaración de impedimentos. El autor del 
proyecto o de acto legislativo presentarán en el cuerpo de la 
exposición de motivos un acápite que describa las circuns-
tancias o eventos que podrían generar un conflicto de interés 
para la discusión y, de acuerdo al artículo 286. Estos serán 
criterios guías para que los otros congresistas tomen una de-
cisión en torno a si se encuentran en una causal de impedi-
mento.

Antes o durante la sesión en la que discuta el proyecto de ley, 
o de acto legislativo o el manifestará por escrito el conflicto 
de interés.
Los impedimentos morales serán aprobados automática-
mente; los demás serán votados. Para agilizar la votación 
el presidente de la comisión o la plenaria podrá agrupar los 
impedimentos según las causales y las circunstancias de con-
figuración, y proceder a decidirlos en grupo por respetando 
la mayoría requerida para la decisión de los impedimentos.

El Congresista al que se le haya aceptado el impedimento 
se retirará del debate y la votación del proyecto de ley, o de 
acto legislativo o de los artículos frente a los que estuviera 
impedido. Si el impedimento es negado, el Congresista podrá 
participar y votar, y se extinguirá la configuración de la cau-
sal de pérdida de investidura.

Parágrafo. Las comisiones y las plenarias, podrán decidir 
los impedimentos mediante votaciones en bloque clasifica-
dos los casos con circunstancias iguales.

Artículo 3°. El artículo 291 de la Ley 5ª de 1992 quedará así:
Artículo 291. Declaración de impedimentos. El autor del 
proyecto y el ponente presentarán en el cuerpo de la expo-
sición de motivos un acápite que describa las circunstancias 
o eventos que podrían generar un conflicto de interés para 
la discusión y votación del proyecto, de acuerdo al artículo 
286. Estos serán criterios guías para que los otros congre-
sistas tomen una decisión en torno a si se encuentran en una 
causal de impedimento, no obstante, otras causales que el 
Congresista pueda encontrar.
Antes o durante la sesión en la que discuta el proyecto de ley, 
o de acto legislativo el Congresista manifestará por escrito 
el conflicto de interés.
Una vez recibida dicha comunicación, el Presidente so-
meterá de inmediato a consideración de la Plenaria o de 
la Comisión correspondiente el impedimento presentado, 
para que sea resuelto por mayoría simple.
Los Congresistas que formulen solicitud de declaratoria 
de impedimento no podrán participar en la votación en 
la que se resuelva su propio impedimento. Si el impedi-
mento resulta aprobado, tampoco podrá participar en la 
votación de impedimentos presentados por los otros con-
gresistas.
Cuando se trate de actuaciones en Congreso Pleno o Co-
misiones Conjuntas, el impedimento será resuelto previa 
votación por separado en cada cámara o Comisión.
Las objeciones de conciencia serán aprobadas automática-
mente. Los impedimentos serán votados. Para agilizar la vo-
tación el presidente de la comisión o la plenaria podrá agrupar 
los impedimentos según las causales y las circunstancias de 
configuración, y proceder a decidirlos en grupo respetando 
la mayoría requerida para la decisión de los impedimentos.
El Congresista al que se le haya aceptado el impedimento 
se retirará del debate y la votación del proyecto de ley, o de 
acto legislativo o de los artículos frente a los que estuviera 
impedido hasta tanto persista el impedimento. Si el impe-
dimento es negado, el Congresista deberá participar y votar, 
y por este hecho no podrá ser sujeto de investigación o 
sanción por parte de los órganos judiciales o disciplina-
rios del Estado.
Cuando el Congresista asignado como ponente conside-
ra que se encuentra impedido, podrá renunciar a la res-
pectiva ponencia antes del vencimiento del término para 
rendirla.
Parágrafo. Las comisiones y las plenarias, podrán decidir 
los impedimentos mediante votaciones en bloque clasifi-
cados los casos con circunstancias iguales.

Artículo 4°. Modifíquese el artículo 1° de la Ley 1881 de 
2018 que quedará así:
Artículo 1°. El proceso sancionatorio de pérdida de investi-
dura es un juicio de responsabilidad subjetiva. La acción se 
ejercerá en contra de los congresistas que, con su conduc-
ta dolosa o gravemente culposa, hubieren incurrido en una 
de las causales de pérdida de investidura establecidas en la 
Constitución.
Se observará el principio del debido proceso, conforme al 
artículo 29 de la Constitución Política.
Parágrafo. Se garantizará el non bis in ídem. Cuando una 
misma conducta haya dado lugar a una acción electoral y a 
una pérdida de investidura de forma simultánea, el primer fa-
llo hará tránsito a cosa juzgada sobre el otro proceso en todos 
los aspectos juzgados, excepto en relación con la culpabili-
dad del Congresista, cuyo juicio es exclusivo del proceso de 
pérdida de investidura.
En todo caso, la declaratoria de pérdida de investidura hará 
tránsito a cosa juzgada respecto del proceso de nulidad elec-
toral en cuanto a la configuración objetiva de la causal.

Sin modificaciones
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Artículo 5°. Vigencia. Esta ley rige a partir de la fecha de su 
publicación y deroga todas las disposiciones que le sean con-
trarias, en especial el artículo 18 de la Ley 1881 de 2018. En 
materia de investigación disciplinaria, penal, fiscal y admi-
nistrativa de los congresistas sólo se aplicarán estas normas 
en lo relativo a conflicto de interés.

Artículo 5°. Vigencia. Esta ley rige a partir de la fecha de 
su publicación y deroga todas las disposiciones que le sean 
contrarias, en especial el artículo 18 de la Ley 1881 de 2018 
y el artículo 62 de la Ley 1828 de 2017. En materia de in-
vestigación disciplinaria, penal, fiscal y administrativa de los 
congresistas sólo se aplicarán estas normas en lo relativo a 
conflicto de interés.

El Representante Harry González manifestó que las 
circunstancias que no constituyen conflicto de interés 
contenidas en el artículo 1º del proyecto no deberían ser 
delimitadas de forma taxativa. Una vez discutidos los 
pros y contras de dejarlas enunciadas, el Representante 
aceptó la posición mayoritaria de la Subcomisión y 
dejó esta observación como constancia.

Por su parte, frente al artículo primero y al 
artículo segundo, el Representante Jorge Eliécer 
Tamayo manifestó que el conflicto de interés se 
debe configurar para los parientes del Congresista 
hasta dentro del segundo grado de consanguinidad. 
Así, aunque acepta la posición de la Subcomisión, el 
Representante deja constancia al respecto.

De los honorables Representantes,

IMPRENTA NACIONAL DE COLOMBIA - 2019
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